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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, DEPORTES Y RECREACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE EXTIENDE EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL RECURSO DE PROTECCIÓN AL DERECHO A LA EDUCACIÓN.







BOLETÍN Nº 2320-07

HONORABLE CÁMARA: 


La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación viene en informar el proyecto de la referencia, originado en una moción de los Diputados señores Felipe Valenzuela Herrera, Rosauro Martínez Labbé, Carlos Montes Cisternas, Jorge Ulloa Aguillón y Sergio Velasco de la Cerda.


Durante el análisis del proyecto, la Comisión contó con la participación del señor Juan Vilches Jiménez, Jefe del Departamento Legal del Ministerio de Educación y la señora Perla Fontecilla de Larraín, abogado de ese Ministerio.


En atención a la sencillez de la iniciativa, la Comisión acordó prescindir del trámite de las audiencias públicas a que se refiere el inciso segundo del artículo 211 del Reglamento de la Corporación.

OBJETIVOS DEL PROYECTO.


Las finalidades perseguidas por la iniciativa consisten en hacer aplicable a la garantía constitucional del derecho a la educación, el recurso de protección que establece el artículo 20 de la Constitución Política y que habilita a cualquiera persona que por causa de actos u omisiones arbitrarias o ilegales, sufra perturbación, privación o amenaza en el legítimo ejercicio de determinados derechos, para ocurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva a fin de que restablezca el imperio del derecho y asegure la protección del afectado.

ANTECEDENTES.


a.- De hecho.


Los patrocinantes de la iniciativa hacen presente que en el último tiempo se han producido en el país una serie de situaciones que atentan contra la garantía constitucional del derecho a la educación y, en razón de ellas, muchos estudiantes han debido soportar prácticas discriminatorias que violentan una serie de normas constitucionales y legales.


Añaden que según datos proporcionados por el Ministerio de Educación, entre diciembre de 1996 y abril de 1997, casi ocho mil estudiantes habrían sido víctimas de este tipo de prácticas tales como retención de documentos, negación o cancelación de matrículas sin causa justificada y expulsión del establecimiento, todo lo que denota un incremento de dos mil trescientos casos en relación al período 1995 - 1996.


Luego de citar una serie de antecedentes legales que se reseñan en el capítulo siguiente, hacen ver que el derecho a la educación no está realmente tan cautelado como parece, según se desprende del análisis del artículo 20 de la Constitución Política, disposición que reglamenta la procedencia del recurso de protección pero que no incluye en su texto la garantía constitucional del derecho a la educación.


Esta omisión ha impedido a las personas afectadas por las prácticas discriminatorias, invocar dicha garantía ante los tribunales de justicia para fundar el recurso de protección y así, han debido recurrir a distintas argumentaciones tales como la igualdad ante la ley o el derecho a la vida privada, según cual sea el motivo invocado por la entidad educacional, para poder plantear el citado recurso.


Citan más adelante, como ejemplo de lo que señalan, un reciente fallo de la Corte de Apelaciones de Valdivia en que fundándose en la garantía constitucional de respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia, acoge un recurso de protección interpuesto a favor de alumnos discriminados en razón de usar el cabello largo, fallo que más tarde sería revocado por la Corte Suprema.


b.- De derecho.


1.- La Declaración de los Derechos del Niño. 


Esta norma internacional, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, ratificada luego por Chile y, por tanto, parte del ordenamiento interno en razón de lo dispuesto en el artículo 5º de la Carta Política, señala en su principio Nº 1 que los derechos enunciados en la Declaración serán reconocidos a todos los niños sin distinción de ningún tipo.


El principio N º 7 de la misma Declaración, dispone que el niño tendrá derecho a recibir una educación gratuita y obligatoria a lo menos en las etapas elementales. Esta educación deberá favorecer su cultura general y permitirle, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes, su juicio individual y su sentido de la responsabilidad moral y social para llegar a ser un miembro útil de la sociedad.


Añade más adelante, que el interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tengan responsabilidad en su educación y orientación, responsabilidad que cabe en primer lugar a los padres.


2.- La Convención sobre los Derechos del Niño.


Esta Convención, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, ratificada luego por Chile el 13 de agosto de 1990, en lo que interesa a este informe, dispone en su artículo 28 que los Estados reconocen el derecho del niño a la educación y a fin de que pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, se comprometen: 


1º a implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos.


2º a fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la asistencia financiera en caso necesario.


3.- La Constitución Política.


Su artículo 1º, en su inciso cuarto, establece que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo que debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional, su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que ella misma consagra.


Su artículo 19, en su número 10, consagra la garantía constitucional del derecho a la educación, señalando que ella tiene por objeto el pleno desarrollo de la persona en las distintas etapas de su vida.


Señala luego que corresponderá a los padres el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos, siendo de cargo del Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho.


Agrega, en seguida, que la educación básica es obligatoria, debiendo el Estado financiar un sistema gratuito destinado a asegurar el acceso a ella de toda la población.


Por último, señala que corresponde al Estado fomentar el desarrollo de la educación en todos sus niveles; estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación, siendo deber de la comunidad contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.


4.- La ley Nº 18.962, orgánica constitucional de enseñanza.


En el inciso segundo de su artículo 2º, reproduce la normativa constitucional, señalando que la educación es un derecho de todas las personas y que corresponde preferentemente a los padres de familia el derecho y el deber de educar a sus hijos; al Estado el deber de otorgar especial protección al ejercicio de este derecho y a la comunidad, en general, el de contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación.


5.- El decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales.


Su artículo 6º señala los requisitos para que los establecimientos educacionales puedan impetrar el beneficio de la subvención fiscal y en el párrafo segundo de su letra d), establece que durante la vigencia del año escolar, los sostenedores o los directores de los establecimientos no podrán cancelar la matrícula o suspender o expulsar alumnos por causales que se deriven, exclusivamente, de la situación socioeconómica o del rendimiento académico de éstos.


6.- El recurso de protección.


Este recurso, de carácter extraordinario, se encuentra reglado en el artículo 20 de la Constitución Política y se concede a favor de quienes por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, sufran privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías que se indican a continuación, establecidos en el artículo 19 de la Carta Política.


El recurso debe interponerse por el afectado o por cualquiera a su nombre, ante la Corte de Apelaciones respectiva, la que deberá adoptar de inmediato las providencias que estime necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que este último pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.


Los derechos y garantías susceptibles de protección son los que expresamente señala el artículo 20, es decir, el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona; la igualdad ante la ley; la garantía de que nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que la ley señale y que se halle establecido con anterioridad por ésta; el respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia; la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada; la libertad de conciencia; el derecho a escoger el sistema de salud que se desee; la libertad de enseñanza; la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa; el derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas; el derecho de asociarse sin permiso previo; la libertad de trabajo en cuanto se refiere a la libre contratación, a la libre elección del trabajo con una justa retribución y a que no puede prohibirse ninguna clase de trabajo, salvo el opuesto a la moral, la seguridad o la salubridad públicas o así lo exija el interés nacional calificado por ley; el derecho de sindicarse; el derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional; la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica; la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, salvo los comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la Nación y una ley así lo declare; el derecho de propiedad, y el derecho del autor sobre sus creaciones intelectuales o artísticas de cualquiera especie.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


La idea central del proyecto se orienta a reformar la Constitución Política para incluir la garantía constitucional del derecho a la educación,  entre aquéllas susceptibles de ser objeto del recurso de protección en los casos de privación, perturbación o amenaza en su legítimo ejercicio.


Tal idea, la que es propia de ley al tenor de lo dispuesto en el artículo 60 Nº 2 de la Constitución Política, en relación con el artículo 116 de la misma Carta, el proyecto la concreta por medio de un artículo único que introduce la reforma señalada.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


a.- Opinión de los representantes del Ejecutivo.


El abogado señor Vilches, Jefe del Departamento Legal del Ministerio de Educación, señaló que esa Secretaría de Estado concordaba plenamente con el proyecto por cuanto la falta del recurso de protección en materia de la garantía del derecho a la educación, daba lugar a frecuentes acciones discriminatorias, tales como la no admisión de alumnos, la suspensión o no renovación de matrículas o la interrupción de la permanencia en el establecimiento. Señaló que para hacer frente a esta situación, la ley orgánica exige la existencia de un reglamento interno en cada establecimiento en que se consignen las causales de sanción o expulsión, reglamento que debe ser suficientemente publicitado.


Hizo presente que los actos discriminatorios son detectados en la observación de situaciones que se suceden en el transcurso del año lectivo, respecto de los cuales el Ministerio, normalmente y debido a que carece de mayores facultades, hace las veces de mediador entre las partes. Sin embargo los casos en que no se llega a acuerdo, terminan en los tribunales donde, generalmente, se resuelve en favor de los sostenedores en virtud de la garantía constitucional de la libertad de enseñanza.


Señaló, además, que, a su juicio, habría una contraposición entre los distintos párrafos del numeral 11, que trata de la libertad de enseñanza, por cuanto dicha norma reconoce a los padres el derecho a escoger el establecimiento educacional para sus hijos, y, como es lógico, esta elección se produce en virtud del conocimiento que el apoderado tiene del proyecto educativo que se ofrece, lo que conlleva la voluntad de permanecer en ese establecimiento. Sin embargo, en caso de conflicto judicial, lo normal es el respaldo a la posición del sostenedor, basándose en el derecho que se reconoce a éste para abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales.


b.- Discusión en general


El Diputado señor Valenzuela fundamentó la iniciativa señalando que la Constitución Política establece en su artículo 19 las llamadas garantías constitucionales y en su artículo 20 el recurso de protección, el que sólo es aplicable a algunas de dichas garantías, de tal manera que si la perturbación u omisión afecta un derecho no comprendido en la enumeración que contiene el artículo 20, como es el caso del derecho a la educación, la persona afectada no podrá recurrir de protección ante la Corte de Apelaciones respectiva para obtener que se restablezca su derecho.


Señaló haberse fundado para plantear esta moción, en diversos ejemplos en que se ha procedido a negar la renovación de la matrícula a los alumnos por causales que nada tienen que ver con el rendimiento académico y que constituyen verdaderos actos de discriminación, como es el caso de un colegio de Talcahuano en que un paseo organizado a fin de año por los apoderados sin contar con la anuencia de la directiva del establecimiento, determinó la negativa de matrículas para los alumnos. Con la reforma constitucional que propone, estos padres podrían recurrir de protección a fin de obtener que se respete el derecho a la educación de sus hijos.


La Diputada señorita Saa manifestó su apoyo a la iniciativa por cuanto había muchos casos de discriminación y consideraba que este recurso era el mínimo instrumento de defensa que podría establecerse para tales casos.


Cerrado el debate, se aprobó la idea de legislar por unanimidad. ( Participaron en la votación los Diputados señoras Ovalle y Saa y señores Ávila, Correa, Valenzuela y Velasco).


c.- Discusión en particular.


Aprobada la idea de legislar, se aprobó sin mayor debate, salvo algunos reparos de carácter formal, por unanimidad, el artículo único del proyecto.  (6 votos a favor, ninguno en contra).

CONSTANCIA.


Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1º Que el proyecto no contiene disposiciones propias de ley orgánica constitucional o de quórum calificado, pero tratándose de una reforma constitucional que afecta normas contenidas en el capítulo III de la Carta Fundamental, requiere de la aprobación, en ambas Cámaras, de las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.


2º Que la iniciativa no contiene disposiciones que sean de la competencia de la Comisión de Hacienda.


3º Que el proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.


4º Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.

****


Por las razones señaladas y por las que en su oportunidad expondrá el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al que sólo se le han introducido modificaciones de forma sin mayor importancia, de conformidad al siguiente texto:


"PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Intercálase en el artículo 20 de la Constitución Política de la República de Chile, entre la coma (,) que sigue a las expresiones "9º, inciso final" y el numeral "11º", el ordinal "10º", seguido de una coma (,)."


Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 1999.   


Se designó Diputado Informante al señor Felipe Valenzuela Herrera.


Aprobado en sesión de igual fecha con la asistencia de los señores Diputados Felipe Valenzuela Herrera (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Sergio Correa de la Cerda, Homero Gutiérrez Román, Gonzalo Ibáñez Santa María, María Victoria Ovalle Ovalle, María Antonieta Saa Díaz, Sergio Velasco de la Cerda y Edmundo Villouta Concha.


EUGENIO FOSTER MORENO

                     Secretario

